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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / SUSPENSIÓN PROCESO DE RESTITUCIÓN DE INMUEBLE ARRENDADO / EXISTEN OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “Con el presente asunto procura la accionante que a través de este mecanismo constitucional sea suspendido el proceso civil de restitución de inmueble arrendado que se está llevando en su contra por parte del Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia Risaralda, hasta tanto la Alcaldía de esa municipalidad la ubique en alguno de los módulos de la plaza de mercado en el que pueda desarrollar la actividad comercial de venta de ropa de segunda a la que se dedica. (…) [C]onsidera esta Corporación que no es este el mecanismo adecuado para lograr los fines que en esta oportunidad reclama la señora María Soledad, ello por cuanto en la actualidad se encuentra en curso un proceso ante la jurisdicción ordinaria, dentro del cual está pendiente por resolverse el conflicto suscitado entre ella y el señor Orley de Jesús Ortiz Díaz, que aquí pretende trasladar; lo que quiere decir que se desconoce cuál será el futuro del mismo, pues no existe hasta el momento una decisión que haya resuelto de forma negativa sus intereses, ni mucho menos está demostrado de qué manera se han vulnerado sus derechos fundamentales, es claro además que en la actualidad la accionante está siendo asesorada por una abogada, quien podrá asistirla en el momento que se profieran las decisiones del caso dentro del mencionado proceso, y la orientará, si es del caso, para que acuda a los recursos que estén a su alcance en esa oportunidad. Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende usar la acción de tutela como una instancia simultánea a la que se adelanta por parte de otra célula judicial.”.
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ASUNTO                                       
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora MARÍA SOLEDAD RAMÍREZ DÍAZ, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda, el 12 de diciembre de 2016, por medio del cual resolvió negar por improcedente la acción de tutela interpuesta en contra del JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL y la ALCALDÍA de ese mismo municipio. 
ANTECEDENTES

Los hechos narrados por la accionante se pueden sintetizar así: 

· En la actualidad tiene 62 años de edad, es madre cabeza de familia, y deriva su sustento y el de su esposo de lo que devenga vendiendo ropa de segunda en un puesto ubicado en la plaza de mercado en la Virginia, Risaralda. 
· En estos momentos se está tramitando en su contra, por parte del Juzgado Promiscuo Municipal de esa municipalidad, un proceso de restitución de inmueble arrendado, en el cual fue demandada por el señor Orley de Jesús Ortiz Díaz, con quien había celebrado un contrato de arrendamiento, del que dejó de pagar los respectivos cánones porque una funcionaria de la Alcaldía le dijo que ese local pertenecía al municipio, por lo que no estaba obligada a pagar arrendamiento. 
· Dentro del referido proceso se fijó como fecha para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 392 del Código General del Proceso, el 28 de noviembre de 2016, por lo que al temer ser desalojada del local y quedar desamparada al dejar de recibir ingresos con los cuales cubre sus necesidades básicas, acudió a la presente acción constitucional.  
Con base en lo expuesto solicitó la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y al trabajo, y por lo tanto, ordenar a la Alcaldía de la Virginia hacer un estudio sobre su situación económica para la asignación de un local en la plaza de mercado en el cual pueda seguir desarrollando sus labores; igualmente solicitó ordenar al Juzgado Promiscuo Municipal de esa localidad suspender el proceso de restitución de inmueble arrendado que se está llevando en su contra, hasta tanto la alcaldía resuelva su situación, planteando esta última como medida provisional y petición final de la acción de tutela. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA 

1. Admisión:  

El Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda, avocó el conocimiento de la actuación el día 25 de noviembre y corrió traslado a las accionadas en la forma indicada en la ley; igualmente dispuso oficiosamente dentro del mismo auto la vinculación del señor Orley de Jesús Ortiz Díaz. 
Adicionalmente decidió conceder la medida provisional solicitada, ordenando de esta manera al Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia suspender la audiencia programada, hasta tanto se resolviera de fondo la acción de tutela. 

2. Respuesta de las accionadas:
Señor Orley de Jesús Ortiz Díaz: en principio se refirió de manera general a las causales de improcedencia de la acción de tutela cuando existen otros mecanismos de defensa judiciales y no se demuestra la existencia de un perjuicio irremediable, aunado a los requisitos jurisprudenciales para instaurar acciones de tutela en contra de providencias judiciales. 
Posteriormente se refirió al caso concreto señalando que efectivamente se está adelantando un proceso de restitución de inmueble arrendado en contra de la accionante en el que aún no se ha dictado sentencia, y en el que se ha cumplido con todas las ritualidades establecidas en el ordenamiento procesal, en el cual la señora María Soledad está representada por una profesional del derecho.
Resaltó que no se está ante la presencia de un perjuicio irremediable, toda vez que el resultado del proceso es incierto, y demás tiene la posibilidad de conseguir otro local en el cual desarrollar su actividad comercial. 
Dijo además que no se puede escudar por medio de una acción de tutela el actuar ilegítimo de la accionante al dejar de pagar los cánones de arrendamientos que le adeuda, resguardándose en una presunta vulnerabilidad que no ha demostrado en el proceso. 
Alcaldía Municipal de la Virginia: explicó que el reglamento de la Plaza de Mercado –la cual es de propiedad del municipio- se instituyó a través del Acuerdo Municipal No. 028 de 1972, en el cual se establece la calidad de arrendatarias a las personas que están usando los puestos de tal plaza para desarrollar diferentes actividades comerciales, y según el artículo 13 ibídem, los arrendatarios no pueden subarrendar el puesto, so pena, de perder automáticamente su derecho. 
Así las cosas, el señor Orley de Jesús no podía arrendar tal puesto, sobre todo porque una vez constatados los registros de la Secretaría de Hacienda municipal, no se encontró inscrito su nombre. 

Ahora, respecto a la solicitud de ubicación de un puesto dentro de la plaza de mercado para la accionante, explicó que en la actualidad se están construyendo nuevos módulos, sin embargo, las personas que actualmente ostentan la calidad de arrendatarios, tendrán prioridad para la distribución de los mismos, y una vez culminado este proceso, si llegaren a quedar algunos desocupados, o un arrendatario desocupe voluntariamente un módulo, se tendrán en cuenta personas en estado de vulnerabilidad como la accionante, siempre y cuando reúna los requisitos establecidos por la administración de la plaza de mercado.  
3. Decisión: 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento resolvió mediante sentencia del 12 de diciembre de 2016, negar por improcedente la acción de tutela instaurada por la señora María Soledad, ello en consideración a que no avizoró ningún tipo de vicio atribuible al Despacho accionado que permita al Juez Constitucional intervenir en sede de tutela, sustituyendo el trámite que actualmente se adelanta en el pluricitado proceso de restitución de inmueble.  
IMPUGNACIÓN

Una vez notificada de la decisión de instancia, la accionante allegó un escrito el 16 de diciembre mediante el cual manifestó su inconformidad con la misma. 
Indicó que la Alcaldía municipal manifestó en su respuesta que el señor Orley de Jesús no podía arrendar el puesto, y esto no fue tenido en cuenta en el momento de resolver la acción de tutela. 

Después de citar lo dicho por esa entidad en la mencionada respuesta, reiteró que es una persona de 62 años de edad, sujeto de especial protección constitucional, madre cabeza de familia, y deriva su sustento y el de su esposo exclusivamente de lo que devenga vendiendo ropa de segunda en un puesto ubicado en la plaza de mercado de la Virginia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si le asiste razón a la Juez A-quo al afirmar que no es procedente la acción de tutela para el reclamo de los derechos invocados por la accionante. 
Para entrar a analizar el problema jurídico hay que tener en cuenta primero, que si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar, ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales; esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 

En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.” (Negrillas por fuera del texto original). 

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por lo tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 
En ese orden, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial, como uno de los poderes públicos, situación que puede ser atenuada si se trata de un sujeto de especial protección constitucional, como ocurre en este caso; a pesar de ello, debe decirse que ha sido doctrina constitucional probable, la siguiente:

“…cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. (…).
Del caso concreto. 

Con el presente asunto procura la accionante que a través de este mecanismo constitucional sea suspendido el proceso civil de restitución de inmueble arrendado que se está llevando en su contra por parte del Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia Risaralda, hasta tanto la Alcaldía de esa municipalidad la ubique en alguno de los módulos de la plaza de mercado en el que pueda desarrollar la actividad comercial de venta de ropa de segunda a la que se dedica.
No obstante lo anterior, partiendo de lo dicho en párrafos anteriores, considera esta Corporación que no es este el mecanismo adecuado para lograr los fines que en esta oportunidad reclama la señora María Soledad, ello por cuanto en la actualidad se encuentra en curso un proceso ante la jurisdicción ordinaria, dentro del cual está pendiente por resolverse el conflicto suscitado entre ella y el señor Orley de Jesús Ortiz Díaz, que aquí pretende trasladar; lo que quiere decir que se desconoce cuál será el futuro del mismo, pues no existe hasta el momento una decisión que haya resuelto de forma negativa sus intereses, ni mucho menos está demostrado de qué manera se han vulnerado sus derechos fundamentales, es claro además que en la actualidad la accionante está siendo asesorada por una abogada, quien podrá asistirla en el momento que se profieran las decisiones del caso dentro del mencionado proceso, y la orientará, si es del caso, para que acuda a los recursos que estén a su alcance en esa oportunidad.   

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende usar la acción de tutela como una instancia simultánea a la que se adelanta por parte de otra célula judicial.  

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda, el 12 de diciembre de 2016; de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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